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El precandidato presidencial del 
Centro Democrático fue atacado 
a tiros por un menor de 15 años. 
Su pronóstico médico es reser-
vado y la conmoción política 
crece dentro y fuera del país.
El senador y precandidato pre-
sidencial colombiano Miguel 
Uribe Turbay, de 39 años, fue 
víctima de un atentado este 
sábado 7 de junio en Bogotá, 
mientras participaba en una 
reunión política en el barrio 
Modelia. 
El ataque estremece al país y 
reabre heridas del pasado, cuan-
do la violencia política cobró la 
vida de varios candidatos pre-
sidenciales entre las décadas de 
1980 y 1990.
El senador del partido Centro 
Democrático, fundado por el 
expresidente Álvaro Uribe 
Vélez, fue herido de bala en 
la cabeza y una pierna por un 
adolescente de 15 años, quien 
fue capturado en el lugar del 
ataque. Uribe Turbay fue aten-
dido inicialmente en una clínica 
del sur de la capital y luego 
trasladado a la Fundación Santa 
Fe para una intervención qui-
rúrgica de emergencia. Según 
el parte médico, fue sometido a 
procedimientos “neuroquirúr-
gico y vascular periférico”, y 
su estado continúa siendo “de 
máxima gravedad”, con pronós-
tico reservado.

Un niño es quien 
dispara
La Fiscalía confirmó que el ata-
cante portaba una pistola Glock 
9 milímetros y que también 
resultó herido al intentar huir, 
siendo posteriormente atendido 
en la Clínica Colombia. Las 
autoridades han reforzado la se-
guridad en torno a figuras polí-
ticas y la investigación sigue en 
marcha para esclarecer si hubo 
instigadores detrás del hecho.

Miguel Uribe Turbay
El rostro joven de la derecha tradicional, se convierte en llamado a la 

unidad nacional contra la violencia política.
Dolor de patria
El atentado causó rechazo in-
mediato y generalizado en la 
clase política. 
El presidente Gustavo Petro 
aseguró que el ataque repre-
senta “un día de dolor de la 
nación” y exigió esclarecer no 
solo la autoría material, sino 
también a los posibles respon-
sables intelectuales. 
Desde todos los sectores, lí-
deres políticos y sociales han 
expresado su condena al aten-
tado, algunos recordando los 
crímenes de figuras como Jaime 
Pardo Leal, Luis Carlos Galán, 
Carlos Pizarro, Bernardo Jara-
millo y Álvaro Gómez Hurtado. 
Colombia enfrenta hoy el desa-
fío de evitar que esta tragedia 
sea el inicio de un nuevo ciclo 
de violencia electoral. Las 
próximas horas serán decisivas 
para el futuro de Uribe Turbay, 
y para la salud de la democracia 
en el país.

 Miguel Uribe Turbay
Hijo de la periodista Diana 
Turbay, asesinada en 1991 tras 
un intento de rescate durante su 
secuestro por el cartel de Mede-
llín, y nieto del expresidente li-
beral Julio César Turbay Ayala, 
Miguel Uribe Turbay representa 
no solo una figura en ascenso 
dentro de la oposición colom-
biana, sino un símbolo de resi-
liencia frente a la violencia que 
ha marcado la historia del país.
Su vida, atravesada desde 
temprano por la violencia, ha 
influido en el tono firme y con-
servador que ha caracterizado 
su carrera política.
Formado como abogado en la 
Universidad de Los Andes, con 
una maestría en Administración 
Pública de la Universidad de 

Harvard, inició su carrera polí-
tica como concejal de Bogotá a 
los 25 años por el Partido Libe-
ral. Desde entonces, su oposi-
ción al entonces alcalde Gusta-
vo Petro lo consolidó como una 
figura emergente de la derecha 
capitalina. 
En 2016 fue nombrado secreta-
rio de Gobierno por el alcalde 
Enrique Peñalosa, desde don-
de logró articular importantes 
mayorías para sacar adelante 
proyectos como la financiación 
de la primera línea del metro de 
Bogotá.
En 2019 se lanzó como candi-
dato a la Alcaldía de Bogotá, 
respaldado por una coalición 
que incluía a los partidos Li-
beral, Conservador y Centro 

Democrático. Aunque no resul-
tó electo, su visibilidad creció 
y fue acogido por el uribismo, 
que lo convirtió en cabeza de 
lista al Senado para las elec-
ciones de 2022. Allí obtuvo la 
mayor votación de su bancada, 
fortaleciendo su perfil dentro 
de la oposición.
Desde el Congreso, Uribe Tur-
bay se ha consolidado como 
opositor al gobierno de Gusta-
vo Petro, en particular contra 
su política de “paz total” y sus 
reformas sociales. 
En octubre de 2024 anunció 
oficialmente su precandidatura 
presidencial, destacando su de-
fensa de la seguridad, el orden 
institucional y la economía de 
mercado.
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Docentes de Nariño 
impulsan veeduría a 
procesos de selección, 
contratación y ejecución 
de contratos en salud

MEMORIA

EnEn NARIÑO  NARIÑO 
esta paz parece guerraesta paz parece guerra 

Denuncian presiones y 
posibles sabotajes desde el 
FOMAG Nariño

Cuando 
defender el 
territorio 
cuesta la vida
Un acto atroz, 
propio de una 
guerra sucia 
que no ha 
terminado nunca 
para quienes 
defienden la vida 
y el territorio en 
Colombia. 
No bastan los 
Consejos de 
Seguridad, ni los 
comunicados de 
condena.

La impunidad sigue siendo la norma. 
El Estado, que debería proteger, sigue 
llegando tarde, o simplemente no llega. 
Las organizaciones indígenas han 
denunciado durante años la falta de 

garantías, la militarización sin justicia, los 
acuerdos incumplidos. No hay paz posible 
mientras se sigan asesinando líderes. 
No hay Estado legítimo donde reina la 
impunidad. No hay justicia si callamos.

Esta iniciativa representa un esfuerzo por 
proteger el nuevo modelo de salud frente 
a viejas prácticas de corrupción. Para los 
maestros, la vigilancia ciudadana no es 
solo una herramienta de control, sino una 
expresión activa del derecho a exigir que 
los recursos públicos sean administrados 
con ética, eficiencia y transparencia.
La veeduría, tramitará su reconocimiento 
formal ante la Personería y la Procuraduría.

Miguel 
Uribe 

Turbay
El atentado 

causó rechazo 
inmediato y 

generalizado 
en la clase 

política. 



4 Editorial

Unidad por 
el cambio, 
confrontación sin 
matarnos

Corrupción, 	
esa vieja 
costumbre que 
nos cuesta el 
futuro

Colombia se encuentra, una 
vez más, en una encrucija-
da histórica. En medio del 
ruido ensordecedor de la 

polarización, del desgaste institucio-
nal y de las tensiones acumuladas 
por décadas de exclusión, se reposi-
ciona el asesinato como herramienta 
de profundizar o dirimir conflictos. 
Antes que la muerte nos gane defi-
nitivamente la partida, se necesita 
capacidad para unir al progresismo 
como fuerza de la vida, por encima 
de todo sectarismo, y enfrentar con 
inteligencia social a los poderes del 
pasado, y derrotarlos definitivamen-
te, empezando por superar la muerte 
como recurso de confrontación.  
A la voz concertada de los expre-
sidentes, unidos, hablando como 
si representaran la sensatez, la ma-
durez, el patriotismo, como si se 
tratara de un gesto de grandeza o 
un acto desinteresado por el bien 
común, cuando lo que realmente los 
une es el temor a perder el control 
de un país cuya institucionalidad fue 
construida a su imagen y semejanza, 
diseñada para beneficiar a unos po-
cos y excluir sistemáticamente a las 
mayorías, debemos responder con 
la unidad popular, con la decisión 
hacer las cosas bien para ganarnos 
definitivamente el corazón de las 
grandes mayorías
Desde las alturas del poder, estos 
dirigentes del pasado se han convo-
cado a unirse contra el progresismo, 
en una unidad entendida como el 
retorno al orden tradicional, el de las 
élites económicas, los clanes polí-
ticos, los bancos y los monopolios 
mediáticos. Una unidad que niega 
el dolor histórico de los pueblos ori-
ginarios, de los campesinos, de los 
trabajadores precarizados, de los jó-
venes sin futuro. En lugar de autocrí-
tica, ofrecen continuidad. En lugar de 
transformación, ofrecen control.
Frente a esta unidad del privilegio, 
es necesario oponer la unidad de la 
esperanza. La unidad de los nadies, 
de los libres, de quienes creemos 
que el Estado no puede seguir fun-
cionando como una maquinaria al 
servicio del capital, sino que debe 
convertirse en herramienta para ga-
rantizar derechos, cerrar brechas y 
construir una democracia sustantiva. 

Hablar de corrupción en Colombia 
no es una novedad. Es, lamenta-
blemente, casi una parte del pai-

saje político, una mala costumbre en-
quistada en el ejercicio del poder públi-
co. El documento ¿Qué se entiende por 
corrupción? nos recuerda con crudeza 
que no se trata solo de un delito, sino de 
una práctica cultural tolerada, reprodu-
cida y, en muchos casos, normalizada. 
Un vicio que se infiltra en la cotidiani-
dad del Estado y que erosiona no solo 
las finanzas públicas, sino la esperanza 
misma de una ciudadanía mejor.
La definición más sencilla y contun-
dente es también la más lapidaria: la 
corrupción es el abuso del poder públi-
co en beneficio privado. No necesita 
robarse un millón de pesos para ser 
corrupción; basta con desviar una deci-
sión, manipular una licitación, ocultar 
una oportunidad, abusar de la influencia 
o traicionar el deber para obtener bene-
ficios personales, políticos o de presti-
gio. El daño no es solo económico: es 
moral, institucional y social.
Lo más alarmante del texto es su adver-
tencia sobre cómo la corrupción, más 
que un problema de algunos funciona-
rios, se convierte en una responsabili-
dad colectiva. No podemos seguir vién-
dola como una falla de “los políticos de 
siempre”, sino como un reflejo de una 
sociedad que, en muchos casos, prefiere 
callar, acomodarse o incluso participar, 
por acción u omisión, en estas redes de 
poder. Cuando los ciudadanos no de-
nuncian, no vigilan, no exigen; cuando 
los votos se entregan a cambio de favo-
res o los silencios se compran con con-
tratos, la corrupción se institucionaliza.
El llamado a abrir buzones de denun-
cias, a ejercer control social, a volver 
a creer en la función pública, no puede 
quedarse en la retórica. Debe ser una 
acción política, pedagógica y ética per-
manente. El sur de Colombia, donde los 
recursos son más escasos y las nece-
sidades más urgentes, no puede seguir 
pagando el precio de esa vieja costum-
bre llamada corrupción.
Si la corrupción es el obstáculo más 
devastador para el desarrollo, como 
afirma Peter Eigen, entonces combatirla 
no puede ser tarea secundaria. Nos esta-
mos jugando la posibilidad de vivir con 
dignidad. En Nariño, como en toda Co-
lombia, debemos pasar del hartazgo a la 
acción. No más indiferencia: denunciar, 
vigilar, exigir y, sobre todo, construir 
una cultura donde el bien público no se 
venda al mejor postor. Solo así dejare-
mos de acostumbrarnos a perder.

Por María Fernanda Maya

La unidad de quienes estamos con-
vencidos de que el cambio no es 
una consigna, sino una necesidad 
impostergable. Solo con esa uni-
dad popular y diversa será posible 
sostener el rumbo de las reformas 
y avanzar hacia un modelo de país 
basado en la justicia social.
Pero esta lucha por el cambio no 
puede extraviarse en la lógica de la 
violencia. El reciente atentado contra 
Miguel Uribe Turbay, joven líder de 
la derecha, no solo es un acto con-
denable desde cualquier perspectiva 
ética, sino que amenaza con socavar 
los frágiles pilares de la vida demo-
crática. La historia de Colombia es 
demasiado sangrienta como para se-
guir pagando con vidas los costos de 
nuestras diferencias.
La confrontación política es nece-
saria, pero debe ser racional, civili-
zada, basada en ideas y no en balas. 
El atentado a Uribe Turbay es un 
campanazo brutal que nos obliga a 
todos los sectores —del gobierno, 
de la oposición, de la sociedad ci-
vil— a repactar las reglas mínimas 
de la convivencia democrática. La 
vida, incluso la del adversario, debe 
ser sagrada. No hay cambio posible 
si nos dejamos arrastrar por la lógi-
ca del enemigo interno y absoluto.
Hoy más que nunca, Colombia ne-
cesita una izquierda firme en sus 
convicciones, y madura en sus mé-
todos. Necesita una oposición con 
ideas, no con odios. Necesita movi-
mientos sociales movilizados, pero 
también organizados en torno a una 
visión de país. El cambio solo será 
viable si somos capaces de cons-
truirlo sin repetir las lógicas que nos 
han desangrado.
Frente a la unidad de los expresi-
dentes, construyamos la unidad del 
pueblo. Frente a la violencia, cons-
truyamos el pacto ético de la con-
frontación política sin muerte. Ese 
es el verdadero desafío de hoy.
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Durante la reunión con 
líderes del gremio trans-
portador, la ministra de 
Transporte de Colombia, 
María Fernanda Rojas 
Mantilla, ratificó inver-
siones por más de 10 
billones de pesos para 
las vías del sur del país. 
Se priorizarán proyectos 
de infraestructura estra-
tégica y medidas para 
fortalecer la seguridad 
vial. El Gobierno con-
firmó que trabajará de 
forma articulada con las 
autoridades regionales y 
el Ministerio de Defensa.
En el encuentro soste-
nido con representantes 
de las agremiaciones de 
transportadores, la mi-
nistra de Transporte de 
Colombia anunció una 
serie de inversiones sin 
precedentes para la re-
gión. Entre los principa-
les compromisos, desta-
có la adjudicación de la 
doble calzada Pasto–Es-
tanquillo, con una inver-
sión de 2.2 billones de 
pesos, y el proyecto de 
Asociación Público-Pri-
vada (APP) Estanquillo–
Popayán, que alcanzará 
los 7.6 billones. Ambas 
obras suman un total de 
10 billones de pesos, ci-
fra nunca antes destinada 
a las vías del surocciden-
te colombiano. 
La ministra también 
anunció recursos adi-
cionales para proyectos 
complementarios como 
Tumaco–Pedregal, la vía 
San Francisco–Mocoa, 
y la construcción de tres 
puentes, entre ellos el 
del Pinto. Se avanzará 

Importantes inversiones en vías de Nariño 
en la resolución de trá-
mites ambientales para 
otros proyectos como la 
vía Pasto–Ctambuco, y 
se priorizarán interven-
ciones en vías terciarias 
mediante el programa 
Caminos Comunitarios 
para la Paz, ejecutado 
por las propias comuni-
dades.
En materia de seguridad, 
el Gobierno destinará 
inicialmente 51.000 
millones de pesos a la 
adquisición de vehículos 
tácticos y sumará otros 
20.000 millones para 
fortalecer la presencia de 
las fuerzas armadas en 
las carreteras. Además, 
se planea incorporar 
drones y otros elementos 
tecnológicos del sector 
transporte para prevenir 
delitos.
La ministra enfatizó 
que las mesas de traba-
jo serán permanentes y 
se conformó un equipo 
conjunto entre gobierno 
nacional, autoridades lo-
cales, gremios de trans-
portadores, sociedad 
civil y el ministerio de 
Defensa para garantizar 
la ejecución efectiva de 
los compromisos. 
La ministra Rojas recha-
zó la convocatoria a un 
paro de transportadores, 
argumentando que este 
agravaría la situación 
económica de la región, 
y reiteró que los recursos 
anunciados ya están ase-
gurados y en proceso de 
ejecución.
Finalmente, la funcio-
naria aseguró que estas 

obras no solo mejorarán 
la movilidad, sino que 
transformarán estructu-
ralmente la economía re-
gional, impulsando pro-
ductividad, conectividad 
y desarrollo social, con 
un enfoque de equidad 
y participación comuni-
taria.
“Entonces hemos ra-
tificado el anuncio de 
que la obra pública Pas-
to–Estanquillo, que hoy 
ya tiene un proceso de 
adjudicación para los 
estudios y diseños, se 
entregará a final de este 
año. Se va a contratar 
el próximo año, queda 
adjudicada en este go-
bierno e iniciada en este 
gobierno, con una inver-
sión de 2.2 billones de 
pesos.”
A eso se suma la APP 
Estanquillo–Popayán, 
por 7.6 billones de pe-
sos.

Esa APP quedará este 
año adjudicada: ese es el 
compromiso. Estamos 
trabajando 24/7 con to-
dos los equipos para que 
la adjudicación se pueda 
hacer este año.
Tercer compromiso: va-
mos a seguir destinando 
recursos para temas de 
seguridad, por los fon-
dos, a través de los mis-
mos peajes en las vías. 
En esta primera instancia 
hay 51.000 millones de 
pesos para vehículos 
tácticos que necesitan 
las fuerzas para poder 
operar. Más adelante 
tendremos 20.000 millo-
nes de pesos más para 
elementos similares. 
También estamos identi-
ficando otros elementos 
del sector transporte que 
se pondrán al servicio de 
la seguridad en las vías 
de Nariño, como, por 
ejemplo, drones milita-
res que pueden proveer 

información y ayudar a 
prevenir el delito.
Tenemos una adición al 
proyecto Tumaco–Pe-
dregal, que cuenta hoy 
con recursos por 24.000 
millones de pesos, y le 
vamos a inyectar más 
que esa inversión ori-
ginal: vamos a sumar 
33.000 millones de pe-
sos. Tenemos también un 
proyecto de tres puentes, 
entre ellos el puente del 
Pinto, en Tumaco.
Sobre el tema de Pas-
to–Catambuco, estamos 
resolviendo todos los te-
mas de trámites ambien-
tales para que esa obra 
sea viable. En cuanto a 
la vía San Francisco–
Mocoa, que también es 
muy importante para la 
región, tendrá una inver-
sión de 1.2 billones de 
pesos.
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Comunicar 
con el 
puebloPor Carlos Sánchez

...

Por Johana Urbano
El gobierno de Gustavo 
Petro llegó al poder con 
la promesa de “el cam-
bio”, pero encontró un 
aparato estatal dominado 
por lógicas clientelistas, 
una élite política dis-
puesta a negociar pre-
bendas y mantener pri-
vilegios, y un Congreso 
atravesado por intereses 
de enrequisimiento per-
sonal sin compromisos 
con el bien común. 
En una apuesta inicial 
por formar una coalición 
amplia, el gobierno co-
metió su mayor error: 
confiar en los de siempre 
para hacer lo que nunca 
han querido, cambiar.
El resultado era prede-
cible: las reformas se 
diluyeron, la narrativa de 
justicia social se volvió 
rehén de negociaciones 
oscuras, y el Ejecutivo 
se vio atrapado entre la 
aritmética parlamentaria 
y la traición permanente 
de los partidos tradicio-
nales. No hubo correla-
ción de fuerzas real; hubo 
una falsa gobernabilidad 
que solo profundizó la 
desafección ciudadana y 
desgastó el proyecto de 
transformación antes de 
consolidarse.
Pero la historia aún no 
está escrita en piedra. 
Frente al bloqueo insti-
tucional y la cooptación 
del Congreso, emerge 
una alternativa que no 
es nueva pero sí urgente: 
el poder desde abajo, a 
través de Juntas Popu-
lares de Gobierno. Esta 
propuesta representa una 
ruptura con la democra-
cia representativa limi-
tada, y una apuesta por 
una participación real, 
con poder de decisión 
sobre el destino local.

Del discurso a las bases:
reto del gobierno Petro

La experiencia demues-
tra que sin organización 
popular no hay reforma 
posible. Y que sin es-
tructuras comunitarias 
autónomas, la política se 
reduce a espectáculo o 
imposición. Las Juntas 
Populares pueden con-
vertirse en núcleos de 
soberanía territorial, en 
espacios donde se cons-
truya desde las priorida-
des reales: agua, salud, 
tierra, trabajo, educa-
ción, justicia ambiental, 
seguridad alimentaria.
No bastará con declarar-
las. Deben tener presu-
puesto, competencias, 
respaldo técnico, marco 
legal y, sobre todo, blin-
daje frente al clientelis-
mo. Y deben estar soste-
nidas por un tejido social 
vivo, en formación y 
movilización. 
Es aquí donde el enfo-
que cambia: no es el go-
bierno el que baja las so-
luciones, sino el pueblo 
quién defiende y logra 
sus prioridades.
Si el gobierno Petro 
quiere recuperar su pro-
yecto histórico, debe 
entender que no puede 
seguir divagando entre 
las apasionadas y since-
ras querencias del Presi-
dente y la despresiable 
rapíña de sus subalter-
nos. Su fuerza está en 
los barrios, las veredas, 
los sindicatos, las co-
munidades indígenas y 
negras, las mujeres, los 
jóvenes. No hay otra 
forma de ganar un avan-
ce popular que no sea 
despertando la dignidad 
movilizada, no con re-
tórica institucional, sino 
con presencia real en el 
territorio.

En un contexto de reformas 
ambiciosas, resistencias 
institucionales y disputas 

narrativas, la comunicación guber-
namental se convierte en un factor 
estratégico para sostener la gober-
nabilidad y fortalecer la legitimi-
dad popular. No basta con tener 
razón política: es imprescindible 
saber comunicarla. Y más aún, 
comunicar desde el pueblo, con el 
pueblo y para el pueblo.
El gobierno del presidente Gustavo 
Petro ha impulsado propuestas que 
responden a demandas históricas 
de inclusión, justicia social y paz. 
Sin embargo, los desafíos no solo 
provienen de las élites tradicionales 
o de los poderes fácticos, sino tam-
bién de una dificultad para conec-
tar con amplios sectores de la ciu-
dadanía. Parte de esta desconexión 
radica en una comunicación que, a 
veces, no logra ser clara, constante 
ni emocionalmente cercana.
El documento ¿Cómo evaluar 
cuándo un gobierno comunica 
bien? ofrece criterios útiles para 
repensar este desafío: un gobier-
no comunica bien cuando genera 
confianza, promueve el diálogo 
social, reconoce la diversidad de su 
audiencia y construye sentidos co-
lectivos. Estos principios coinciden 
con la necesidad de fortalecer una 
cultura política democrática, en la 
que las decisiones no se impongan 
desde arriba, sino se construyan 
con base en la participación infor-
mada y crítica.
La comunicación no puede redu-
cirse a alocuciones o trinos desde 
Palacio. Debe ser una pedagogía 
política cotidiana, descentralizada 
y sensible al lenguaje de los territo-
rios. En esa línea, los Colectivos de 
Comunicación Ciudadana propues-
tos desde la Coropración Comuni-
ca no solo deberían impulsarse y 
consolidarse, sino convertirse en 
espacios permanentes de interlo-
cución comunicativa con la base 
social.
Una gobernabilidad popular no 
se sostiene con tecnócratas ni 
con acuerdos cupulares. Requiere 
verdad, escucha activa, narrativas 
transformadoras y vocerías conec-
tadas con el sentir ciudadano. En 
una época de saturación informa-
tiva y manipulación mediática, co-
municar bien no es solo informar: 
es construir poder colectivo. Y en 
eso, el gobierno debe reenfocar su 
rumbo si quiere dejar huella.

El desafío no es técnico. 
Es político y ético. Se 
trata de construir una 
nueva forma de hacer 
poder: participativa, 
transparente, profunda-
mente popular. Solo así 
el gobierno podrá honrar 
el mandato del pueblo 
que lo eligió y evitar que 
“el cambio” se quede 
como un eslogan más, 
que nos recordarán con 
burla los contrarios y 
con indignación los pue-
blos.
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Contra las comunidades 

La comunidad indígena exige justicia y 
medidas urgentes tras el brutal asesinato 
de uno de sus líderes. Con este crimen 
ya son 73 los asesinados en lo que va de 
2025.
En un atroz episodio de violencia con-
tra los pueblos indígenas en Colombia, 
Luis Aurelio Araujo Hernández, coor-
dinador general del Cabildo Mayor Awá 
de Ricaurte (Camawari), fue asesinado 
junto a sus escoltas Jesús Alveiro Cha-
ves Quejuan y Yackson Orlando So-
larte Chunata el pasado martes 3 de 
junio en zona rural del municipio de Ri-
caurte, Nariño. 
Las víctimas fueron interceptadas por 
hombres armados, quienes les dispara-
ron y luego incineraron el vehículo con 
los cuerpos en su interior.

Matar es lo primero que se les ocurre
Asesinatos en Ricaurte

El crimen ocurrió en la vereda Cuaiquer 
Viejo, dentro del resguardo indígena, al-
rededor de las 9:00 a. m. Las víctimas se 
movilizaban en una camioneta Toyota 
Prado de placas EQM 375 asignada por 
la Unidad Nacional de Protección (UNP). 
Las imágenes en el lugar del asesinato dan 
cuenta de la sevicia con que fue ejecutado 
el ataque.
Luis Aurelio Araujo, asumió oficialmente 
la coordinación de Camawari mediante 
resolución del ministerio del Interior el 
10 de marzo de 2025. Lideraba la orga-
nización conformada por diez resguardos 
awá en Ricaurte. Su nombramiento se dio 
en un contexto de tensiones políticas in-
ternas, amenazas persistentes y una cre-
ciente presencia de grupos armados ilega-
les que disputan el control del territorio.

El crimen ha sido ca-
lificado como una 
masacre por organiza-
ciones como Indepaz, 
que advierten que con 
este hecho ya se conta-
bilizan 28 masacres en 
Colombia en lo que va 
del año. La cifra de líde-
res sociales asesinados 
asciende a 73, en lo que 
diversas entidades seña-
lan como un patrón de 
persecución sistemática.
La reacción de las co-
munidades indígenas 
no se hizo esperar. La 
Organización Nacional 
Indígena de Colombia 
(Onic) exigió una in-
vestigación exhaustiva 
y medidas efectivas de 

protección para los pue-
blos originarios. “Se de-
ben garantizar medidas 
urgentes de protección 
para las familias de las 
víctimas y para las co-
munidades del pueblo 
awá”, expresó la orga-
nización en un comuni-
cado.
El presidente Gusta-
vo Petro, durante el 
Consejo de Ministros, 
condenó enérgicamente 
el crimen y lo atribuyó 
al ELN. “La muerte de 
los tres fue absoluta-
mente bárbara y dantes-
ca. ¡Malditos! Con la 
sangre indígena no se 
juega”, afirmó el man-
datario, al tiempo que 

ordenó un despliegue 
militar inmediato en la 
región y la aceleración 
de las investigaciones 
judiciales.
Este triple homicidio 
no es un hecho aislado. 
El 1 de junio, William 
Arias, gobernador su-
plente del resguardo 
Quejuambi Feliciana, 
sobrevivió a un atentado 
armado en Barbacoas. 
Dos días antes, en el 
municipio de Linares, 
fueron asesinados Aqui-
les Vallejos López y 
Brayan Lora Rosero. 
En total, cinco personas 
han sido asesinadas en 
menos de una semana 
en el departamento de 

Nariño, una región fuer-
temente golpeada por el 
conflicto armado.
Camawari y otras or-
ganizaciones sociales 
insisten en que el es-
tado debe garantizar 
condiciones reales de 
seguridad y presencia 
institucional efectiva en 
los territorios.
Antonio Guanga, padre 
del líder asesinado, de-
nunció que tras el cri-
men han aumentado las 
amenazas en contra de 
las comunidades awá. 
“Con la muerte de mi 
hijo, se ha generado el 
escenario propicio para 
que las intimidaciones 
a través de mensajes de 

texto invadan Ricaurte 
y aumente la violencia 
contra las comunidades 
indígenas”, afirmó.
El pueblo awá, en me-
dio del dolor y la in-
dignación, reafirma su 
lucha por la vida, el te-
rritorio y la autonomía. 
La memoria de Luis 
Aurelio Araujo no solo 
representa una pérdida 
irreparable, sino tam-
bién un llamado urgente 
a proteger a quienes, 
desde los territorios más 
vulnerables, siguen de-
fendiendo la dignidad, 
la paz y los derechos 
fundamentales de sus 
pueblos.

En la mañana del 3 
de junio del 2025, en 

Ricaurte, Nariño, fueron 
asesinados a sangre 
fría el líder indígena 
Luis Aurelio Araujo 

Hernández y Jackson 
Solarte Chunatá y Jesús 

Alveiro Chávez

sus dos escoltas. Fueron 
baleados, incinerados, 
borrados con fuego.
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Consulta Popular y Consulta Popular y 
congresistas de bolsillocongresistas de bolsillo

Colombia se apro-
xima a una decisión 
política de impor-
tancia, la consulta 
popular decretada 
por el presidente 
Gustavo Petro, que 
busca devolverle al 
pueblo la voz sobre 
reformas que afec-
tan directamente su 
dignidad y su futu-
ro. Esta propuesta 
no logró atravesar 
el filtro del Senado, 
un cuerpo legisla-
tivo cuyo mapa de 
intereses parece más 
cercano a los balan-
ces contables de los 
grandes conglome-
rados que a las aspi-
raciones populares.
Los datos no mien-
ten. De los 105 se-
nadores, buena par-
te ha recibido millo-
narios aportes de los 
llamados “cacaos” 
económicos: Ardila 
Lülle, Sarmiento 
Angulo y Santo 
Domingo, cuyos 
tentáculos se extien-
den por los partidos 
políticos. Estas do-
naciones, aunque 
legales, suponen 
un conflicto ético 
profundo: ¿puede 

un legislador que 
debe su campaña a 
un grupo económi-
co votar libremente 
por reformas que 
podrían afectar esos 
mismos intereses?
Cuando los sectores 
populares reclaman 
una reforma laboral 
que dignifique el 
trabajo, o una refor-
ma a la salud que 
priorice al paciente 
sobre el negocio, los 
intereses de estas 
élites empresariales 
entran en juego. 
Ellos no solo fi-
nancian campañas, 
controlan medios 
de comunicación, 
son proveedores del 
sistema de salud, 
accionistas de EPS, 
bancos, inmobi-
liarias y empresas 
de alimentos. No 
están interesados 
en una democracia 
participativa sino en 
una gobernabilidad 
dócil.
¿Quién representa, 
entonces, al pue-
blo? ¿Los que viven 
de su voto pero 
legislan para sus 
financiadores? La 

consulta popular, 
en este contexto, se 
convierte más que 
en un mecanismo 
constitucional en un 
acto de resistencia 
democrática.
Es necesario alzar 
la voz. No se pue-
de permitir que la 
voluntad de los pue-
blos sea filtrada por 
un Senado compro-
metido con quienes 
no sufren el desem-
pleo, el hacinamien-
to en hospitales, 
ni la precariedad 
del campo. Lo que 
está en juego no es 
solo un mecanismo 
participativo, sino 
el derecho de una 
sociedad a reclamar 
sus derechos sin 
intermediarios con 
intereses cruzados.
La consulta popular 
no es solo un instru-
mento, es un grito 
de soberanía.

El debate sobre la 
figura del trabajo 
por horas vuelve a 
ocupar el centro de 
la discusión pública 
en Colombia, luego 
de que el presidente 
Gustavo Petro cali-
ficara esta modali-
dad como un “retro-
ceso mayor que los 
contratos basura y 
la Ley 50, juntas”. 
A través de un men-
saje en la red social 
X, el mandatario 
rechazó categóri-
camente su inclu-
sión en la reforma 
laboral, señalando 
que se trata de una 
propuesta heredada 
del expresidente 
Iván Duque que el 
Congreso anterior 
no quiso aprobar. 
“La reforma laboral 
se convierte con ese 
artículo en una ver-
dadera contrarrefor-
ma”, advirtió.
La respuesta no 
se hizo esperar. El 
exsenador Antonio 
Sanguino, quien ha 
seguido de cerca el 
debate laboral en 
el Congreso, recor-
dó que el trabajo 
por horas pone en 

riesgo avances im-
portantes como los 
recargos nocturnos, 
dominicales y festi-
vos, los cuales fue-
ron recuperados en 
las últimas discusio-
nes legislativas. “El 
trabajo por horas 
destruye el relativo 
avance logrado en 
la Comisión IV del 
Senado”, señaló.
El modelo de con-
tratación por horas 
ha sido defendido 
por algunos sec-
tores económicos 
que lo presentan 
como una salida 
a la informalidad 
laboral. No obstan-
te, para organiza-
ciones sindicales, 
académicos críticos 
y buena parte del 
movimiento social, 
esta figura encarna 
la precarización del 
trabajo. En lugar de 
garantizar seguridad 
laboral y derechos, 
fragmenta las jor-
nadas, debilita la 
estabilidad y reduce 
el ingreso efectivo 
de millones de tra-
bajadores, especial-
mente en sectores 
como el comercio, 

los servicios y el 
trabajo rural.
El fondo del debate 
no es solo técnico, 
sino político y ético: 
¿debe una reforma 
laboral flexibilizar 
aún más el empleo 
o fortalecer el tra-
bajo digno y esta-
ble como pilar de 
justicia social? En 
un país donde el 58 
% de la población 
ocupada está en la 
informalidad, la res-
puesta no puede ser 
seguir debilitando 
los derechos con-
quistados.
La discusión par-
lamentaria sobre 
la reforma laboral, 
prevista para las 
próximas semanas, 
pondrá a prueba la 
coherencia de un 
gobierno que se ha 
comprometido con 
el cambio estruc-
tural y la justicia 
social. Para muchos 
sectores sociales y 
sindicales, el trabajo 
por horas no cabe 
en esa agenda. La 
calle, como en otras 
ocasiones, será tam-
bién escenario de 
esta disputa.

Cuando el pueblo enfrenta al poder 
económico

Trabajo por horas ¿Flexibilidad 
laboral o contrarreforma social?
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 La Central Unitaria 
de Trabajadores (CUT) 

presentó su Plan de 
Acción para la gran 

jornada de movilización 
del 11 de junio de 

2025, en defensa de las 
reformas sociales, la 

democracia participativa 
y el derecho a la protesta.

11 de junio

La convocatoria, 
aprobada en su 
Comité Ejecutivo 
el pasado 3 de ju-
nio, se fundamenta 
en el rechazo a lo 
que consideran 
una “desfachatez 
del Congreso de la 
República” al blo-
quear las reformas 
laborales y sociales 
impulsadas desde el 
Gobierno Nacional.
El objetivo de esta 
movilización es cla-
ro, fortalecer la uni-
dad del movimiento 
sindical y social, 
exigir el avance de 
las reformas del 
cambio y respaldar 
una Consulta Po-
pular que devuelva 
la palabra al pueblo 
colombiano en te-
mas fundamentales 
para el trabajo dig-
no, la educación, la 
salud y la protec-
ción social.
El plan contempla 
acciones en Bogo-
tá, Medellín, Cali, 
Bucaramanga y 
Barranquilla, como 
epicentros de movi-
lización. También se 
realizarán caravanas 
desde los departa-
mentos cercanos, 
marchas simbólicas 
con sombrillas de-
coradas, actividades 
culturales y artís-
ticas, cadenas hu-
manas y campañas 

Movilización nacional por la Consulta 
Popular y las reformas sociales

masivas de comuni-
cación tanto digital 
como territorial.
Además de la mo-
vilización en sí, el 
plan incluye una 
ofensiva pedagógica 
y comunicacional 
para explicar de 
forma sencilla la 
relevancia de la 
Consulta Popular. 
Se usarán redes 
sociales, emisoras 
comunitarias, afi-
ches, volantes y 
contenido en video 
para ampliar el al-
cance del mensaje. 
Frases como “¡Sin 
consulta popular no 
hay dignidad en el 
trabajo!” o “¡Si nos 
niegan el derecho a 
decidir, nos vamos a 
la calle!” guiarán la 
campaña.
La CUT también 
denuncia la no 
expedición de los 
decretos de aumen-
to salarial pactados 
para los servidores 
públicos.
Esta movilización 
se perfila como 
una gran jornada 
en defensa de los 
derechos. Los traba-
jadores y diversos 
sectores sociales 
están listos para 
ocupar las calles y 
recordarle al país 
que la democracia 
también se ejerce 
movilizándose.

En un país donde 
más del 50 % de los 
trabajadores vive en 
la informalidad y 
más del 60 % de los 
empleos no garan-
tizan condiciones 
mínimas de digni-
dad, que el Senado 
colombiano apruebe 
en Comisión IV 
una contrarreforma 
laboral regresiva 
no es solo un error 
político, es una trai-
ción histórica a la 
clase trabajadora.
El pronunciamiento 
unitario de las cen-
trales obreras (CUT, 
CGT, CPC, CDP y 
Fecode) desnuda 
con contundencia la 
naturaleza de esta 
propuesta, redactada 
a la medida del em-
presariado, diseñada 
para precarizar, de-
bilitar y desproteger 
a quienes sostienen 
con su esfuerzo dia-
rio el funcionamien-
to de este país.
Legalizar el trabajo 
por horas —eli-
minar el salario 
mínimo mensual, 
desarticular las 
prestaciones socia-
les y promover la 
pobreza laboral— 

no es moderniza-
ción, es explotación 
maquillada. 
Ampliar los pe-
ríodos de prueba, 
desmontar la esta-
bilidad laboral re-
forzada para madres 
gestantes, personas 
con discapacidad o 
líderes sindicales, 
no es eficiencia, es 
desprotección insti-
tucionalizada. 
Y reintroducir los 
pactos colectivos 
como herramienta 
antisindical es una 
afrenta directa al 
derecho de asocia-
ción y negociación 
colectiva.
Lo que se cocina en 
el Congreso no es 
una reforma, es una 
regresión de medio 
siglo en derechos 
laborales. 
Es reinstaurar un 
modelo en que los 
trabajadores están 
solos frente al poder 
patronal, y donde 
el Estado abdica 
de su papel garante 
para transformarse 
en facilitador de la 
inequidad.
Frente a este atrope-
llo, las organizacio-

nes sindicales hacen 
lo correcto, convo-
car a la unidad y 
a la movilización, 
porque los derechos 
no se suplican, se 
conquistan y se de-
fienden. En tiempos 
donde el capital 
financiero compra 
legisladores y me-
dios, la calle vuelve 
a ser el lugar donde 
se decide el rumbo 
del país.
La contrarreforma 
es el síntoma. Pero 
el problema de fon-
do es un modelo 
político secuestrado 
por intereses priva-
dos que legisla con-
tra el pueblo. Por 
eso, no basta con 
frenar esta ley, hay 
que construir una 
correlación de fuer-
zas nueva, donde el 
trabajo valga más 
que el dividendo, 
y la justicia social 
pese más que las 
utilidades.
Hoy más que nun-
ca: no al trabajo 
por horas. No a la 
precarización. No a 
la servidumbre mo-
derna disfrazada de 
flexibilidad.

SI a la dignidad NO al despojo

El Congreso legisla contra el trabajo
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Denuncian presiones y 
posibles sabotajes desde el 
FOMAG Nariño

La salud es un derecho que está por encima de los negocios
“Esperemos que no haya intereses 
oscuros, con tantas cosas que se han 
visto, empezando con que se guar-
dan los medicamentos y tantas cosas 
negativas en las EPS. Hago un llama-
do muy especial a mis compañeros 
jubilados para que nos pongamos las 
pilas y estemos en alerta.”

Maestros 
activos y 
jubilados se 
pronuncian

“ “Hacemos un llamado al gobierno 
nacional y al FOMAG nacional, que 
en el menor tiempo posible llamen 
al orden al señor Hubert Agudelo, 
coordinador departamental, para que 
garanticen total imparcialidad y se 
frene el favorecimiento a determina-
das entidades.”

“Creemos que, si el Acuerdo 003 
habla de libre elección, es el docente 
quien debe escoger dónde ir a recibir 
lo del segundo y tercer nivel, no que 
lo direccionen desde una entidad. Nos 
parece a nosotros que están dando 
informes sesgados, por parte de la 
coordinación del FOMAG.”

Maestros de varios 
municipios del depar-
tamento se organizan 
para supervisar el 
manejo de la salud 
del magisterio, exi-
giendo transparencia 
y previniendo irregu-
laridades en la imple-
mentación del modelo 
nacional.
En respuesta al cre-
ciente malestar por 
la administración de 
los servicios de salud 
del Fondo de Presta-
ciones Sociales del 
Magisterio (FOMAG) 
en Nariño, grupos de 
docentes han iniciado 
la conformación de 
una veeduría ciudada-
na con el objetivo de 
fiscalizar la selección, 
contratación y ejecu-
ción de los recursos 
públicos asignados al 
sistema.
Los maestros ex-
presan su respaldo 
al modelo de salud 
propuesto por el 
gobierno nacional, 
pero temen que su 
implementación esté 
siendo distorsionada 
por intereses políticos 
y personales en el 
departamento. “No 
podemos permitir que 
el manejo de la sa-

Docentes de Nariño impulsan 
veeduría a procesos de selección, 
contratación y ejecución de 
contratos en salud

OJO A LA SALUD

lud del magisterio se 
convierta en un botín 
de puestos y pesos”, 
advirtió uno de los 
voceros del colectivo 
en proceso de legali-
zación.
Entre las principales 
preocupaciones des-
tacan la posible asig-
nación clientelista de 
contratos a clínicas, 
servicios de ambu-
lancia y distribución 
de medicamentos, 
sin garantizar la ido-
neidad técnica de los 
prestadores.
Las denuncias no son 
aisladas, veedores y 
líderes sindicales han 
reportado remisiones 
obligadas a centros 
médicos específicos, 
pagos a operadores 
sin condiciones míni-
mas y la participación 
de funcionarios con 
vínculos previos con 
entidades contratadas.
Frente a este pano-
rama, los docentes 
consideran urgente 
establecer vigilancia 
desde los territorios. 
La veeduría, tramitará 
su reconocimiento 
formal ante la Perso-
nería y la Procuradu-
ría, tendrá como fun-

ciones el seguimiento 
técnico y financiero 
de los contratos del 
FOMAG, la recep-
ción de denuncias de 
usuarios, la promo-
ción de audiencias 
públicas y el fortale-
cimiento del diálogo 
entre el magisterio y 
el gobierno nacional.
Desde municipios 
como Pasto, Ipiales, 
Túquerres, Tumaco y 
Consacá, los organi-
zadores sostienen: “El 
FOMAG no puede 
estar al servicio de 
ningún partido, nin-
gún operador privado 
ni ningún funcionario 
de turno. Es una con-
quista histórica del 
magisterio, y la va-
mos a defender”.
Esta iniciativa repre-
senta un esfuerzo por 
proteger el nuevo mo-
delo de salud frente 
a viejas prácticas de 
corrupción. Para los 
maestros, la vigilan-
cia ciudadana no es 
solo una herramienta 
de control, sino una 
expresión activa del 
derecho a exigir que 
los recursos públicos 
sean administrados 
con ética, eficiencia y 
transparencia.

Docentes alertan so-
bre incumplimientos 
en el pago de contra-
tos y señalan manio-
bras que pondrían en 
riesgo la continuidad 
del servicio de medi-
camentos en el depar-
tamento.
Un grupo de docentes 
en Nariño ha levanta-
do la voz para denun-
ciar lo que consideran 
una serie de manio-
bras deliberadas por 
parte del FOMAG, 
destinadas a obstacu-
lizar la operación de 
una empresa presta-
dora del servicio de 
medicamentos para el 
magisterio.
Según uno de los 
maestros entrevista-
dos por este medio, 
los incumplimientos 
en los pagos contrac-
tuales por parte del 
fondo no serían sim-
ples retrasos adminis-
trativos, sino parte de 

una estrategia. “Des-
de FOMAG se viene 
incumpliendo los 
acuerdos de pago ha-
cia Proinsalud, princi-
palmente al contrato 
de medicamentos, y 
eso lo veo con mucha 
suspicacia”, afirmó el 
docente.
Cuestionan a Hubert 
Agudelo, funcionario 
del FOMAG en la 
región. “Pareciera 
que desde FOMAG 
se pretende sabotear 
la continuidad en la 
entrega de medica-
mentos a los docentes 
y con esto sabotear 
la implementación 
del nuevo modelo 
de salud en Nariño, 
y eso nos preocupa 
mucho”, sostuvo el 
educador.
Una de las acciones 
que genera inquietud 
entre los usuarios es 
la intención de ade-
cuar una oficina del 

FOMAG dentro de la 
clínica Pabón, pese 
a que la mayoría de 
los docentes del de-
partamento reciben 
atención a través de 
Proinsalud. “No veo 
otra explicación que 
no sea el intento de 
direccionar nuestra 
atención médica 
hacia determinados 
operadores”, dijo el 
docente.
Los docentes recla-
man que no se utilice 
su bienestar como 
escenario de disputas 
entre operadores o 
funcionarios con po-
sibles intereses.
La comunidad educa-
tiva pide a las autori-
dades investigar con 
rigor, garantizar la 
continuidad del sumi-
nistro de medicamen-
tos y proteger el acce-
so efectivo a la salud 
de miles de docentes 
en el departamento.
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La incertidumbre rondada al 
gremio docente en la imple-
mentación del nuevo modelo 
de salud. Persisten serias 
dudas sobre la forma en que 
se están comprometiendo 
los recursos, la equidad en 
la distribución territorial y el 
verdadero alcance de las me-
didas anunciadas.
Se están movilizando recur-
sos en la reorganización de la 
red de prestadores, amplian-
do convenios y autorizando 
nuevas contrataciones. No 
obstante, no se especifican 
montos, ni se ofrece un des-
glose regional que permita 
hacer seguimiento riguroso al 
uso de esos recursos.
En medio del rediseño, la Fi-
duprevisora —administradora 
financiera del FOMAG— ha 
suscrito contratos con distin-
tas IPS, garantizando la con-
tinuidad en algunas zonas y 
promoviendo nuevas alianzas 
en otras. Lo paradójico es que 
mientras se habla de “nuevas 
entidades” y “mayor cober-
tura”, no hay un informe que 
permita a los maestros cono-
cer con certeza a qué presta-
dores pueden acudir por mu-
nicipio, ni qué servicios están 
realmente habilitados.

Represamientos y 
urgencias
Otro de los puntos críticos 
tiene que ver con la atención 
de urgencias y represamien-
tos de servicios. Todos los 
casos urgentes deben ser 

Conflicto de 
intereses en la 
coordinación del 
FOMAG en Nariño

Denuncia contra 
Hubert Agudelo 

Satizábal en manos de 
Procuraduría 

Por posible conflicto de intere-
ses al interior de la coordina-
ción departamental de Nariño, 
bajo la dirección de Hubert 
Agudelo Satizábal. El docu-
mento denuncia que Agudelo, 
en su rol actual, toma decisio-
nes directas sobre contratos 
que vinculan a Proinsalud, em-
presa en la que trabajó como 
subgerente de salud hasta agos-
to del año anterior.
Según la certificación adjun-
ta a la queja, Agudelo laboró 
en Proinsalud desde el 29 de 
enero hasta el 16 de agosto 
de 2024. Apenas cinco meses 
después, fue designado como 
Coordinador Departamental 
del FOMAG en Nariño. Desde 
ese cargo, participa en la su-
pervisión, evaluación, negocia-
ción y ejecución de al menos 
tres contratos vigentes entre el 
Fondo Nacional del Magisterio 
y la empresa en la que se des-
empeñó.
Estos contratos incluyen ser-
vicios de salud en modalidad 
ambulatoria y hospitalaria, así 
como la entrega de medica-
mentos para docentes y pensio-
nados del sector educativo en 
Nariño.

Fundamento legal de 
la denuncia
La queja se apoya en los ar-
tículos 11 de la Ley 1437 de 
2011 (Código de Procedimien-
to Administrativo) y 44 de la 
Ley 1952 de 2019 (Código 
General Disciplinario), que es-
tablecen con claridad que:
“Todo servidor público deberá 
declararse impedido para ac-
tuar en un asunto cuando tenga 
interés particular y directo en 
su regulación, gestión, con-
trol o decisión, o lo tuviere su 
socio o socios de hecho o de 
derecho”.

La ley también prevé la posi-
bilidad de recusación cuando 
se haya tenido conocimiento 
directo del asunto en oportuni-
dad anterior, o cuando se haya 
actuado como apoderado, de-
pendiente o administrador de 
una de las partes interesadas.

¿Por qué es grave este 
caso?
Porque se trata de decisiones 
que afectan la salud de miles 
de maestros y pensionados.
Porque existe un riesgo real 
de que las decisiones se estén 
tomando con sesgos personales 
o empresariales, contrariando 
los principios de transparencia 
e imparcialidad que exige la 
función pública.

¿Qué piden?
Analizar con urgencia la situa-
ción de posible conflicto de 
intereses.
Tomar medidas que garanticen 
imparcialidad y objetividad en 
todas las decisiones contrac-
tuales que involucran a Proin-
salud.
Asegurar que los procesos 
futuros de selección y supervi-
sión se ajusten a los principios 
constitucionales de transparen-
cia y equidad.
Si el FOMAG y el Gobierno 
Nacional desean garantizar que 
este modelo no repita los vi-
cios, deben actuar con firmeza 
ante cualquier indicio de coop-
tación institucional o conflicto 
de intereses.
Permitir que decisiones vitales 
para la salud de los docentes se 
tomen bajo la sombra de inte-
reses personales de los funcio-
narios públicos es no solo un 
error ético, sino una amenaza 
directa a la confianza pública 
en la reforma.

Falta de claridad 
territorial

atendidos sin trabas y las IPS 
deben hacerlo si el paciente 
se identifica como afiliado al 
magisterio. Sin embargo, la 
ausencia de una trazabilidad 
clara genera inseguridad y 
barreras de acceso.
Las promesas de priorización 
para procedimientos represa-
dos y atención especializada 
no vienen acompañadas de 
un cronograma ni de linea-
mientos para el seguimiento 
ciudadano. 
El FOMAG debe servir para 
democratizar el acceso a la 
salud del magisterio, no para 
el favorecimiento a determi-
nados contratistas. La demo-
cratización, la libre escogen-
cia del prestador, solo será 
real si se garantiza transpa-
rencia total en la ejecución de 
recursos, control social sobre 
las IPS contratadas y atención 
diferencial.
Hasta hoy, lo que existe es 
anuncios, pero sin los infor-
mes, cifras y mapas que de-
muestren cómo se materializa 
la inversión prometida. En 
este contexto, el manejo ad-
ministrativo se convierte en 
ruido político.
El magisterio colombiano 
tiene derecho a saber no solo 
que hay un nuevo modelo 
de salud, sino qué contiene, 
cuánto cuesta, quién lo presta 
y en qué condiciones se está 
ejecutando. La transparencia 
no puede ser un apéndice del 
modelo. Debe ser su columna 
vertebral.

El modelo de salud del magisterio 
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